
COMISIÓN DE ESTUDIOS LEGISLATIVOS Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

H. CONGRESO DEL ESTADO DE COLIMA

P r e s e n t e.

A la Comisión de Estudios Legislativos y Puntos Constitucionales, le fue turnada para su análisis, estudio y dictamen correspondiente, la Iniciativa Ley con Proyecto de Decreto por la cual se expide la Ley de Estacionamientos Públicos para el Estado de Colima; y 
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Que mediante oficio número XXX/013, de fecha XX de XXXX de 2013, los Diputados Secretarios de la Mesa Directiva del H. Congreso del Estado, en Sesión Pública Ordinaria, turnaron a la Comisión de Comisión de Estudios Legislativos y Puntos Constitucionales, la Iniciativa de Ley con Proyecto de Decreto por la cual se expide la Ley de Estacionamientos Públicos para el Estado de Colima. 
SEGUNDO.- Que la Iniciativa dentro de sus argumentos que la sustentan señala textualmente que:
· El presente documento tiene como finalidad, dar a conocer una propuesta legislativa que regule la operación y las relaciones de derecho que se generan en relación con los establecimientos dedicados a prestar el servicio de estacionamiento para vehículos, una materia insuficientemente tratada en el marco normativo de nuestra entidad.

· Las actividades de la vida cotidiana de una gran porción de los ciudadanos colimenses, hoy en día, conllevan la necesidad de emplear un automóvil, motocicleta o bicicleta como medio de transporte, lo cual a su vez implica que una importante cantidad de vehículos requiere de espacios físicos para permanecer estacionados, y es de interés público el regular la manera en que estos espacios se utilicen, ya que se ven involucrados los derechos de propiedad de miles de ciudadanos.
· Los estacionamientos se encuentran distribuidos en y alrededor de todos los sitios públicos que los habitantes del estado frecuentan, tales como cines, centros comerciales, plazas públicas, oficinas de gobierno, tiendas de autoservicio, terminales de transporte, ya sea como parte de la infraestructura de los mismos, o en la forma de locales especializados para brindar el servicio de estacionamiento a cambio de un pago en dinero.
· Por lo general, la expectativa de una persona que estaciona su vehículo en un espacio determinado es la de que su propiedad será respetada y estará segura durante el tiempo que se mantenga inmóvil en el punto donde lo ha dejado, contando con una especie de acuerdo implícito, en el sentido de que el resto de los individuos se conducirán con respeto por la propiedad ajena.
· Sin embargo, la realidad nos demuestra que en toda sociedad existen las trasgresiones a los derechos patrimoniales de las personas, además, claro está, de los accidentes y los daños culposos a que se ven expuestas las propiedades de los ciudadanos, sobre todo tratándose de espacios de acceso público.
· Actualmente, en el estado de Colima, los dueños o quienes manejan los espacios de estacionamiento público, no están sometidos a un régimen de responsabilidades que les obligue a reparar los daños o menoscabos que sufran los vehículos estacionados, en caso de accidentes o robos perpetrados contra los mismos, mientras éstos se encuentren bajo su custodia.
· Una razón más por la que resulta primordial – e incluso urgente – crear un régimen para estacionamientos, es la atención a las necesidades especiales de las personas que presentan alguna discapacidad, o de los adultos mayores, quienes constituyen grupos vulnerables de la sociedad, a menudo ignorados o marginados en una gran cantidad de servicios públicos, como en el servicio de estacionamiento, tema al que nos estamos refiriendo en la presente iniciativa.
· Adicionalmente, y también debido a la ausencia de regulación, surge el problema, particularmente en los estacionamientos donde se cobran cuotas o tarifas, del uso incorrecto del espacio; es decir, los propietarios disponen para los cajones de estacionamiento, una medida menor a la adecuada, con el fin de poder crear más cajones y albergar más automóviles, para poder obtener mayor lucro.
· En razón de lo anterior, esta iniciativa contiene una serie de elementos dirigidos a responder a las insuficiencias normativas que hemos observado en lo concerniente a los estacionamientos de vehículos.
· Como punto principal, se busca lograr que los propietarios o administradores de estacionamientos públicos respondan, en la medida de lo razonable, por las pérdidas materiales que sufran los usuarios del servicio prestado. Esto se traduce en reparar los daños originados por cualquier causa, a excepción de los provocados por otros usuarios en el establecimiento, ya que por estos últimos responderían dichos usuarios.
· De manera similar, se especifican las obligaciones que tendrán los usuarios de los servicios de estacionamiento, en una relación recíproca con respecto a los prestadores de tal servicio. Consecuentemente, existe un apartado de sanciones que tiene como finalidad dar mayor certeza al cumplimiento de las disposiciones contenidas en el cuerpo de la ley.
· Asimismo, se prevé la obligación de los Ayuntamientos, de promover que los prestadores de este servicio implementen infraestructura o medidas favorables para personas con discapacidad o adultos mayores, y se dispone la fijación de requerimientos mínimos de construcción y equipamiento de los estacionamientos.
· Como dato relevante, también se prevé la participación de los responsables de prestar el servicio en cuestión, en la aprehensión de los sujetos que cometan delitos contra la propiedad de los usuarios, dentro de su establecimiento, mientras los vehículos se mantienen bajo su cuidado. Ello será posible cuando la flagrancia, de conformidad con el Código Penal para nuestro estado, se actualice con todos sus elementos.
· A fin de reforzar la protección al patrimonio de los usuarios del servicio de estacionamiento, se pretende obligar a los dueños de estos lugares, a contratar una póliza de seguro que cubra los daños a los que están expuestos los vehículos dejados a su custodia, así como a colocar los señalamientos pertinentes que informen esta circunstancia a los usuarios, para que éstos estén conscientes de sus derechos.
· En adición a lo previamente señalado, será menester expresar en la legislación las características mínimas con que habrán de contar los inmuebles que se destinen al servicio de estacionamiento público de paga, para poder dar uniformidad y regularidad al mismo, y para facilitar el acatamiento de lo previsto en la ley.
· Finalmente, es de mucha relevancia expresar que esta iniciativa de Ley de Estacionamientos Públicos para el Estado de Colima viene a proteger los derechos de propiedad de los poseedores y propietarios de vehículos, cuando éstos son depositados o estacionados en lugares dedicados a tal fin, buscando así que ante cualquier eventualidad de daño, accidente o robo comprobado que se dé dentro de los espacios especializados como estacionamientos, se repare el daño que se ocasionó.

TERCERO.- Que una vez realizado el correspondiente estudio y análisis de la Iniciativa de Ley con Proyecto de Decreto por la cual se expide la Ley de Estacionamientos Públicos para el Estado de Colima, la Comisión que dictamina la considera claramente improcedente por sobrerregular y contravenir disposiciones que ya se encuentran vigentes y con aplicación en materia de de estacionamientos, encierros, corralones y confinamientos públicos.
Lo anterior es así, debido a que la Ley del Transporte y de la Seguridad Vial es la que regula actualmente el funcionamiento y la prestación de servicios en estos establecimientos, a través de los artículos 3, 8 fracción XIII, 10 fracción XV, y en el Capítulo III denominado “De los Estacionamientos, Encierros, Corralones y Confinamientos Públicos” perteneciente al Título Quinto “De la Seguridad Víal”, que se encuentra conformado por los artículos 152, 153 y 154, que a la letra señalan: 

ARTÍCULO 3.- En el Estado de Colima se considera de utilidad pública la prestación del servicio de transporte de personas y carga en general, así como el establecimiento de instalaciones, terminales, estacionamientos públicos, encierros, confinamientos, pensión y demás infraestructura necesaria para la prestación del servicio, cuya obligación de proporcionarlos corresponde originalmente al Ejecutivo del Estado, ya sea a través de empresas de participación estatal u organismos descentralizados, o bien, por conducto de personas físicas o morales, a quienes indistintamente, mediante concesiones, permisos o autorizaciones, se les encomiende la realización de dichas actividades, en términos de este ordenamiento, su Reglamento y demás disposiciones jurídicas y administrativas aplicables.

ARTÍCULO 8.- Son atribuciones del Ejecutivo del Estado las siguientes:

VIII. Otorgar permisos para el servicio de corralones,  estacionamientos,  encierros, pensiones y confinamientos y,  por conducto de la Dirección General, regular su funcionamiento así como de los talleres mecánicos, electromecánicos, de laminado y pintura, lotes de compraventa y consignación de unidades vehiculares usados, auto baños; talleres carroceros y demás instalaciones inherentes al servicio vehicular;

ARTÍCULO 10- Corresponde a la Dirección General, las atribuciones siguientes: 

XV.
Expedir autorizaciones para el funcionamiento de estacionamientos, encierros, corralones y confinamientos públicos, así como proponer sus tarifas correspondientes;

CAPÍTULO III
De los Estacionamientos, Encierros, Corralones y Confinamientos Públicos 

ARTÍCULO 152.- Corresponde a la Secretaría por conducto de la Dirección General, llevar a cabo el registro de estacionamientos encierros, corralones y confinamientos públicos, y la emisión de los lineamientos y manuales técnicos para regular su operación, será de conformidad con lo establecido en este ordenamiento y el Reglamento de ésta Ley. 

Los concesionarios de los servicios de estacionamientos, encierros, corralones y confinamientos públicos deberán colocar en el interior de sus instalaciones y a la vista de los usuarios las tarifas que les fueron autorizadas por la autoridad competente para la prestación de los servicios que proporcionan y proporcionar el recibo correspondiente.

Aquellos estacionamientos que dan un servicio complementario o uso distinto al local o establecimiento mercantil, podrán operar como estacionamiento público o privado, siempre y cuando, satisfagan la demanda que se genera en los términos de la reglamentación respectiva.

Cualquier estacionamiento, encierro o pensión, público y privado, deberá disponer de dos cajones de  cada 10 o excedente a número de cinco cajones, para personas con discapacidad debidamente identificadas con placa especial y logotipo internacional de la discapacidad. Cuando tenga menos de cinco y más de tres o sólo menos de tres, deberá reservársele cuando menos uno.

ARTÍCULO 153.- Los estacionamientos privados, tendrán las instalaciones necesarias para garantizar la seguridad de las personas y de los vehículos. 

Las autoridades municipales en coordinación con la Dirección General y del Instituto Estatal de Educación Vial podrán examinar en todo tiempo que las instalaciones y la construcción reúnan las condiciones señaladas en el párrafo que antecede y que tengan a su servicio personal capacitado. 

ARTÍCULO 154.- De acuerdo con el Programa, la Secretaría determinará los mecanismos para fomentar el desarrollo de los estacionamientos encierros, corralones y confinamientos públicos, para todo tipo de vehículos, privilegiando su ubicación en base a los programas de desarrollo urbano. 

De lo anterior se infiere que gran parte de lo que pretende regular la iniciativa que contiene el proyecto de Ley ya se encuentra previsto por la Ley del Transporte y de la Seguridad Vial, no obstante, y para una mayor claridad a continuación se hace un análisis pormenorizado de las disposiciones del proyecto de Ley que sobrerregula o se contrapone a lo establecido por la ley vigente. 

a) El artículo 1 del proyecto de Ley, dispone que las actividades relacionadas con la prestación del servicio de estacionamientos y guarda de vehículos, como la construcción y adaptación de edificios y locales con ese propósito, se declaran de utilidad pública, lo cual ya se encuentra previsto así por el artículo 3 de la ley vigente.

b) El artículo 2 del proyecto de Ley que contiene su objeto, es improcedente pues se estaría regulando el establecimiento y funcionamiento de los estacionamientos públicos para vehículos mediante una Ley específica, siendo que existe un apartado en esta materia dentro de la Ley del Transporte y de la Seguridad Vial, que por su propia naturaleza es la idónea para establecer las disposiciones correspondientes.  
c) El artículo 3 se contrapone a lo establecido por las fracciones XIII del artículo 8 y XV del artículo 10 de la ley vigente, dado que en el proyecto de ley se propone que sean los ayuntamientos los que otorguen licencia o permiso para su establecimiento y funcionamiento, mientras que en las disposiciones de la Ley del Transporte y de la Seguridad Vial se da la atribución al ejecutivo Estatal para otorgar permisos para los estacionamientos, encierros, pensiones y confinamientos, a través de la Dirección general, que expedirá las autorizaciones correspondientes para su funcionamiento, así como proponer sus tarifas correspondientes.
d) Los artículos 6, 39, 40, 42 y 43 del proyecto de Ley que regulan el procedimiento para el establecimiento de las tarifas y la autoridad competente para su fijación, representan una clara contradicción al procedimiento que establece la Ley del Transporte y de la Seguridad Vial, la que dispone que será atribución del Poder Ejecutivo del Estado aprobar, fijar y modificar, previo el estudio técnico que lleve a cabo el Consejo o la Dirección General, las tarifas aplicables de cualquier modalidad del servicio de transporte público; así como, de todos aquellos permisos ó servicios auxiliares del transporte, incluyendo los estacionamientos, encierros, corralones y confinamientos públicos, y que las mismas, deberán publicarse para conocimiento de los usuarios en el Periódico  Oficial "El Estado de Colima" y difundida en los medios de mayor  circulación en el Estado, a más tardar el 15 de enero de cada año.
e) En cuanto a los artículos 8, 9, 10 y 11, que integran el Capítulo III denominado “De las Licencias y Permisos” del proyecto de ley, es preciso señalar que la autoridad que en la actualidad se encuentra facultada para emitir los permisos y autorizaciones es el Poder Ejecutivo a través de la Dirección General de Transporte y de la Seguridad Vial como así lo establecen los artículos 8 y 10 en sus respectivas fracciones VIII y XV, de la Ley de la materia, siendo de esta manera, si se llegase a aprobar la iniciativa en estudio y análisis se provocaría un conflicto entre ambas leyes y entre las diversas autoridades que facultadas para este fin.

f) Por su parte, esta Comisión dictaminadora estima que lo regulado por los artículos del 12 al 30, previstos por el Capítulo III denominado “De las licencias y Permisos” del proyecto de ley, que establecen los requisitos,  procedimientos, y otorgamiento de las licencias y permisos, invaden la esfera competencial de los ayuntamientos, debido a que la emisión de licencias, así como el procedimiento para su entrega es una facultad reservada de los mismos, como lo señala el artículo 45, fracción I en su inciso m, de la Ley del Municipio Libre del Estado de Colima.
g) En relación al Capítulo IV denominado “Del Funcionamiento de los Estacionamientos de Paga” compuesto por los artículos 31, 32, 33 y 34, del proyecto de Ley, cabe precisar que el artículo 152 de la Ley del Transporte y de la Seguridad Vial estipula que la Secretaría General de Gobierno por conducto de la Dirección General del Transporte y la Seguridad Vial será la encargada de emitir de los lineamientos y manuales técnicos para regular la operación de los estacionamientos, encierros, corralones y confinamientos públicos. En los mismos términos ocurre con el Capítulo V, conformado por los artículos 35, 36, 37 y 38, que regula lo relativo a las pensiones para vehículos. 
h) En tanto a las disposiciones previstas por el Capítulo VII denominado “De las Inspecciones” del proyecto de Ley, integrado por los artículos 44, 45 y 46, es relevante señalar que lo que se está haciendo es establecer un procedimiento administrativo, que en la actualidad se encuentra a cargo de las autoridades municipales en coordinación con la Dirección General del Transporte y de la Seguridad Vial, que están facultados para examinar en todo tiempo que las instalaciones y la construcción reúnan las condiciones necesarias y que tengan a su servicio personal capacitado, como así lo señala el artículo 153 de la Ley del Transporte y de la Seguridad Vial.     
Asimismo, la Dirección General del Transporte y de la Seguridad Vial se encuentra facultada para supervisar la correcta aplicación de las tarifas autorizadas para la prestación de estos servicios.
i) Con relación al Capítulo VIII denominado “De las Medidas de Seguridad, Infracciones y Sanciones”, las mismas ya se encuentran previstas por los artículos 179 al 185 de la Ley del Transporte y de la Seguridad Vial que establece las sanciones a las que se harán acreedores las personas que incurran en infracciones a los disposiciones contenidas en esa Ley. 
j) Finalmente, en cuanto al Capítulo IX denominado “Del Recurso de Inconformidad”, es importante señalar que toda esta clase de procedimientos se debe sujetar a lo dispuesto por la Ley de Procedimiento Administrativo del Estado de Colima y sus Municipios.

Sin embargo, e independientemente de lo argumentado por esta Comisión que dictamina, se considera que lo establecido por los artículos 32 y 33 del proyecto de Ley en estudio y análisis es de suma importancia para garantizar los derechos de los usuarios de estos servicios, por lo que en uso de la facultad que nos otorga el artículo 130 del reglamento de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, el contenido de los artículos señalados se incorpora a lo previsto por la Ley del Transporte y de la Seguridad Vial del Estado de Colima, mediante la adición de los artículos 154 Bis y 154 Bis 1, en los cuales se establece la responsabilidad de los propietarios de estacionamientos por el robo total o parcial de vehículos, accesorios y objetos que contengan, así como por los daños o lesiones físicas que sufran los conductores o sus acompañantes dentro del estacionamiento, por lo que deberán contratar los seguros necesarios que cubran a los usuarios del servicio la reparación del daño; así como la prohibición para estos mismo en la realización de ciertas conductas que pueden poner en riesgo la integridad de los vehículos dados en deposito.
Por lo expuesto, y con fundamento en los artículos del 90 al 93 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo y del 129 al 134 de su Reglamento, se propone a esta Honorable Asamblea para su aprobación el siguiente: 

DICTAMEN

“ARTÍCULO ÚNICO.- Se adicionan los artículos 154 Bis y 154 Bis 2 a la Ley del Transporte y de la Seguridad Vial para el Estado de Colima, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 154 Bis.- Los propietarios de estacionamientos, encierros o pensiones, públicos y privados son responsables por el robo total o parcial de los vehículos, accesorios y objetos que contengan, así como por los daños que éstos sufran por incendio y/o explosión, y por los daños o lesiones físicas que sufran los conductores o sus acompañantes dentro del estacionamiento, por lo que deberán contratar los seguros necesarios que cubran a los usuarios del servicio la reparación del daño, en su caso.

Por los daños ocasionados por otros vehículos dentro del estacionamiento, cuando sean conducidos por sus propietarios, responderán éstos últimos.

En los casos en que se actualice el supuesto de flagrancia, en términos del Código Penal para el Estado de Colima, en la comisión de algún delito contra la propiedad, los propietarios de los estacionamientos, encierros o pensiones, públicos y privados, procurarán reportar el hecho o aprehender a los responsables para ponerlos a disposición de las autoridades competentes. Si los responsables no fueren aprehendidos, habiendo sido aprehendidos, o no reportándose el hecho a las autoridades competentes, si se comprobare que el estacionamiento faltó a los deberes de cuidado, la administración o el propietario del estacionamiento responderá civilmente por el daño o pérdida.

ARTÍCULO 33.- Queda prohibido a los propietarios, encargados y administradores de estacionamientos encierros o pensiones, públicos y privados, lo siguiente:

I.- 
Recibir vehículos o efectuar maniobras en la vía pública y estacionarlos en ella;

II.- 
Autorizar una entrada mayor de vehículos que la permitida de acuerdo a su capacidad;

III.- 
Permitir que los empleados se encuentren en estado de ebriedad o bajo el efecto de sustancias tóxicas;

IV.- 
Permitir que los empleados saquen del estacionamiento los vehículos confiados a su guarda;

V.- 
Permitir que se introduzcan al estacionamiento vehículos sin placas de circulación o sin el permiso correspondiente para ello;

VI.- 
Operar fuera del horario que tenga autorizado; y

VII.- 
Modificar sin autorización previa las características del estacionamiento público.”
TRANSITORIO
ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial “El Estado de Colima”.  

El Gobernador del Estado dispondrá se publique, circule y observe.”

La Comisión que dictamina solicita que de ser aprobado el presente dictamen, se emita el Decreto correspondiente.

A t e n t a m e n t e

Sufragio Efectivo. No Reelección.

Colima, Col., a XX de XXXXX de 2013.
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